El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación. 
Providencia:
AUTO DE TUTELA – INCIDENTE DE DESACATO EN EL GRADO DE CONSULTA – 19 de diciembre de 2016
Radicación Nro. :
  
66001-31-03-005-2016-00026-01
Accionante:

HÉCTOR FRANCISCO GARCÍA CASTILLO 

Accionados:
     
COLPENSIONES
Proceso:                
Acción de Tutela – Revoca sanción impuesta por cumplimiento de la orden impartida

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas:


DERECHO DE PETICIÓN / PAGO DE INCAPACIDADES / CUMPLIMIENTO TARDÍO DE LA ORDEN IMPARTIDA. “[E]l fallo fue acatado en su integridad, como quiera que se adelantaron las gestiones de rigor tendiente a la satisfacción del derecho protegido en la respectiva acción de tutela, como así lo informó el mismo actor quien manifestó que reclamó los dineros de las incapacidades que hasta la fecha le han dado y que le llegó a su residencia el oficio de la entidad demandada en la que le comunicaban dicho reconocimiento y que con ello se daba por satisfecho con las resultas del incidente (…) Si bien la mora en responder resulta reprochable, no puede considerarse como la sola voluntad expresa y manifiesta de quererse rebelar contra la determinación del juez constitucional, sino más bien, como consecuencia de los obligados trámites que antecedían al análisis de la liquidación de las incapacidades, tanto más con la complejidad que entraña la asunción de funciones por parte de Colpensiones. Además, si la finalidad última del incidente de desacato es que se cumpla la orden de tutela, esto puede ocurrir durante su trámite, e incluso luego de impuestas las sanciones, pero antes de que se hagan efectivas, como con propiedad lo ha venido reconociendo la Corte Constitucional (…)Por tanto, se revocará la doble sanción impuesta, para, en su lugar, absolver a los funcionarios comprometidos (…)”.
Citación jurisprudencial: CORTE CONSTITUCIONAL, Auto 181 de 2015 / Sentencia T-171 de 2009.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

        SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo 

Pereira, diciembre diecinueve de dos mil dieciséis
Expediente: 66001-31-03-005-2016-00026-01

Se pronuncia la Sala en relación con la consulta del auto proferido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, por medio del cual impuso sanciones por desacato a Luis Fernando de Jesús Ucros Velásquez, en su calidad de Gerente Nacional de Reconocimiento, Doris Patarroyo Patarrroyo, Gerente Nacional de Nóminas y Paula Marcela Cardona Ruiz, como superiora, TODOS DE LA de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, de dos días de arresto y multa de cinco salarios mínimos mensuales legales vigentes, por no cumplir con la orden dispuesta en la sentencia que ese mismo despacho profirió el 15 de marzo de 2016, dentro de la acción constitucional que contra dicha entidad promovió Héctor Francisco García Castillo. 
ANTECEDENTES

En el fallo aludido, el Juzgado le ordenó a Colpensiones que en el término de cuarenta y ocho (48) horas cancele las incapacidades generadas “… a partir del día 181 y, que ha venido reclamando el accionante y las que en lo sucesivo se causen hasta que quede definida su situación de pérdida de capacidad laboral…” 

Ante la manifestación del interesado sobre el incumplimiento, previo requerimiento a los funcionarios arriba señalados, se abrió el respectivo incidente, y en vista de que la respuesta fue icompleta, ya que faltaron algunas incapacidades para cancelar, se les impuso sanción en la forma indicada y subió el auto en consulta.  

 



En esta instancia, la entidad accionada se pronunció, enviando por correo electrónico copia del escrito de respuesta y las resoluciones mediante las cuales se resolvió favorablemente la petición de cancelación completa de las incapacidades con acreditación del pago, según lo deja ver la constancia de folio 27. 
  



CONSIDERACIONES 




Una vez dictado el interlocutorio de que da cuenta la anterior doble sanción y llegado el expediente a esta sede, se tiene que, aunque tardíamente, el fallo fue acatado en su integridad, como quiera que se adelantaron las gestiones de rigor tendiente a la satisfacción del derecho protegido en la respectiva acción de tutela, como así lo informó el mismo actor quien manifestó que reclamó los dineros de las incapacidades que hasta la fecha le han dado y que le llegó a su residencia el oficio de la entidad demandada en la que le comunicaban dicho reconocimiento y que con ello se daba por satisfecho con las resultas del incidente (f. 4 a 27 v.).
Si bien la mora en responder resulta reprochable, no puede considerarse como la sola voluntad expresa y manifiesta de quererse rebelar contra la determinación del juez constitucional, sino más bien, como consecuencia de los obligados trámites que antecedían al análisis de la liquidación de las incapacidades, tanto más con la complejidad que entraña la asunción de funciones por parte de Colpensiones. Además, si la finalidad última del incidente de desacato es que se cumpla la orden de tutela, esto puede ocurrir durante su trámite, e incluso luego de impuestas las sanciones, pero antes de que se hagan efectivas, como con propiedad lo ha venido reconociendo la Corte Constitucional, que en su reciente auto 181 de 2015, recordó que: 

“147. Desde sus primeras providencias la Corte Constitucional ha diferenciado entre el cumplimiento de las sentencias de tutela y el incidente de desacato. En sentencia T-458 de 2003
 estas disparidades se hicieron explícitas: (i) “el cumplimiento es obligatorio, hace parte de la garantía constitucional; el desacato es incidental, se trata de un instrumento disciplinario de creación legal” y; (ii) “la responsabilidad exigida para el cumplimiento es objetiva, la exigida para el desacato es subjetiva”.

148. Entonces, mientras el trámite de cumplimiento obliga al juez de tutela a adoptar todas las medidas que encuentre necesarias para la materializar la protección concedida, el desacato es un mecanismo “que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales”. Así, el desacato ha sido entendido “como una medida que tiene un carácter coercitivo, con la que cuenta el juez constitucional para conseguir el cumplimiento de las obligaciones que emanan de sentencias de tutela”. En otras palabras, “el principal propósito de este trámite se centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional”. Por esa razón, “la finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una sanción en sí misma, sino que debe considerarse como una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia”
.

149. Debido a lo expuesto, “la imposición o no de una sanción en el curso del incidente de desacato puede llevar a que el accionado se persuada del cumplimiento de la orden de tutela. En tal sentido, en caso de que se empiece a tramitar un incidente de desacato y el accionado, reconociendo que se ha desatendido lo ordenado por el juez de tutela, y quiere evitar la imposición de una sanción, deberá acatar la sentencia. De igual forma, en el supuesto en que se haya adelantado todo el procedimiento y decidido sancionar al responsable, éste podrá evitar que se imponga la multa o el arresto cumpliendo el fallo que lo obliga a proteger los derechos fundamentales del actor”
. (Subrayado fuera del original)”

Por tanto, se revocará la doble sanción impuesta, para, en su lugar, absolver a los funcionarios comprometidos, si bien se recuerda que para arribar a ellas lo que se castiga es la conducta subjetiva de la autoridad que quiere caprichosamente marginarse del fallo de tutela y no el simple incumplimiento de la orden impartida, pues diferencia hay entre una y otra conducta.  

DECISIÓN

En mérito de lo brevemente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil-Familia, REVOCA el auto consultado; en su lugar, se abstiene de imponer sanciones por desacato a Luis Fernando Ucros Velásquez, en su calidad de Gerente Nacional de Reconocimiento de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, Doris Patarroyo Patarroyo, Gerente Nacional de Nóminas de la misma entidad y Paula Marcela Cardona Ruiz, como superiora, dentro de la acción que contra dicha entidad promovió Héctor Francisco García Castillo. 
   



Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito.

El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

� M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.


� Sentencia T-171/09 (M.P. Humberto Sierra Porto).


� Ibídem.





